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EXP. l'\ ," 277-2000-A ,Te 
LIMA 
SINDICATO DE TRABAJADORI- . DE ~ ED , PIL'R,". 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima. a los ve inti séis días del mes de octubre de dos mIl uno. reunIdo el 
Tribunal Co nstitucional en ses ión de Pleno Juri sdicciona l, con asistencia de los scilores 
Magi trados Aguirre Roca , Pres id e nt e~ Rey Terry, Vicepresidente; Nugent, Dí al Valverde. 
Acosta Sánc hez y Revo redo Marsano. pronuncia la siguiente sentencia 

ASLINT O 

Recurso extraordinario interpuesto por el Sindicato de Trabajadores de Sedapiura. 
contr,) la sentencia de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de 
Justi cia de la República, de foj as cuarenta y ocho del cuaderno de nulidad. su fecha 
ve intitrés de octubre de mil novecientos noventa y ocho, que declaró improcedente la 
acci ón de amparo de autos , 

ANTECEDENTES 

El demandante interpone acción de amparo con tra el Presidente del Consejo de 
Ministros y Ministro de Relaciones Ex terIores , el MinIstro de Trabajo y Promoción Soc ial 
y contra la Empresa de Agua Potable y Alcantarillado-Sedapiura, solicitando que se declare 
la Inaplicabilidad del Dec re to Supremo N.O 023-91-TR, se cumpla con el pago dcl terccr 
incremento dejado de abonar., y se ordene el pago del incremento de l 80% so bre id 
remuneración básica acordado en el Acta de Negociación Colectiva. de fecha LIno de 
octubre de mil no vec ientos noventa y dos. Manifiesta que con fecha trece de marzo de lllll 
no vecientos noventa, suscribió el convenio colectivo para dicho ailo que, en su cláusula 
segunda, estípula que el pago del tercer incremento se debía efectuar según la variaCIón 
porcentual acumulada del índice de precios al consumidor para Lima Metropolitana. 

Agrega que ante la renuencia de la empresa, formuló una denullci a ante la autoridad 
de TrabaJO, la cual ordenó que la demandada cumplie ra con el cltado conven Io colectivo. lo 
que se hi zo hasta el trece de noviembre de mil novecientos noventa y dos; y que, por otro 
lado, e l cuestionado Decreto Supremo no pued e enervar los efectos de UIl convenIo 
colectivo suscrito con anterioridad y que tiene los efectos j urídicos de una ley . 

Refiere que mediante e l convenio colectivo susc rito el LIno de octubre de Inll 
Ilov ec iclltos Ilovcnta y dos, las partes acordaron el incremento ascendente al 80'!';) sobre la 
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remuneración básica para los trabajadores comprendidos en la Ley N° 24948. no 
habiéndose cumplido con el pago, por lo que su reintegro deberá hacerse con los valores 
actualizados a la fecha de su abono más los intereses de ley. 

La demandada cOl1tesla l11anl festando que mediante la presente acción de amparo 
no se pueue solicitar que se deje Slll efecto un dispositivo legal, y que se debe tener en 
cuenta que mediante el Decreto Ley N° 25872 se estableció la plena valide/ legal del 
Decreto Supremo que se cuestiona, y, a su vez, se dispuso la suspensión o limitación de los 
sistemas de reajuste de remuneraciones pactados en función de índices de Irlf'lación o 
mecanismos similares. Agrega que el incremento pactado en el citado convenio colecti va 
ya se dilUCidó a través de una anterior acción de amparo que el sindicato reclamante 
interpuso, la misma que fue declarada Improcedente por la Corte Suprema de .Justicia de la 
Repúb I ica, I'eso Ivi él1dose que no era de abono el pretendido incremento de rem unerac Iones. 
por ser contrarIO a ley. Asimismo, senala que la presente diSCUSión está referida a la 
interpretación de dicho convenio colectivo, lo que no puede ser materia de una acción de 
garantía, y que, en caso existiera al respecto algún reclamo por parte de los trabajadores, 
estos tendrían que recurrir a la autoridad correspondiente. 

El Décimo Sétimo .Juzgado Civil de Lima, a fojas setenta y siete. con f'echa 
veintisiete de enero de 11111 novecientos noventa y tces, declaró f'ul1dada la demanda. por 
conSid erar que en observancia de la Jerarquía de las nomlas legales, a través del Decreto 
Supremo J o 023-91-TR, no se pueden derogar beneficios consagrados en los acuerdos ele 
negociación colectiva. 

La Sexta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, a fojas doscientos 
Cinco, con fecha treinta de enero de mi I novecientos noventa y cinco, confímló la apelada 
en el extremo en que declara fundada la demanda en cuanto a la inaplicabilidad de dicho 
Decreto Supremo, y la revocó declarandol'i improcedente en cuanto ordena el pago elel 
80% sobre la remuneración básica acordado por acta de negociación colectiva. ('onsidera 
que los trabajadores han venido gozando de un incremento en sus remuneraciones desde el 
trece de marzo de mil novecientos noventa, pago que fue suspendido por la demandada a 
partir del trece de noviembre de mil novecientos noventa y dos, por lo que resulta 
inaplicable lo dispuesto por el cuestionado Decreto Supremo, por vLlinerar la Constitución 
Política de 1979. que establecía que las convenciones colectivas tienen fuerza de ley; y que. 
el pago del 80%, sobre su remuneración básica materia de otra negociación colectiva. no se 
puede exigir bajo el ImperiO de la acción de amparo, sino en la vía legal correspondiente. 

La recLllTida declaró habel- nulidad en la sentencia de vista y, reformándola. declaró 
Improcedente la demanda, por considerar que habiéndose esgrimido derechos laborales, 
ésta no resulta ser la vía idónea, por ser necesaria la actuación de medios probatorios. 
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FUNDAMENTOS 
J. Este Tnbunal, en reiteradas ejecutori as, ha establecido que el proc eso de amparo en 

nues tro ordenamiento jurídico no es un proceso subsidJario al que se pueda acudir 
cuando no existan otras vías judiciales idóneas para dilucidar la controversIa en t0l110 a 
probables agresiones a derechos constitucionales, sino que es una vía alternativa en la 
que la protección de los mismos queda condicionada a qu e se pruebe plenam ente la 
eX Istencia del acto lesivo. 

2. En e l presente caso, no se ha aportado prueba suficiente. 

Por estos fundamentos, e l Tribunal e nstitucional, en uso de las atribuciones que le 

confieren la Constitución PolítIca del Estado y su Ley Orgánica 

FALLA 
REVOC ANDO la recurrida que, revocando la apel ada, declaró improcedente 18 acción de 
amparo , la cual declara INFUNDADA por falta de prueba suficiente, quedando a salvo el 
derecho de la parte demandante para hacerlo valer en la vía y forma legales qu e 
cOITesponda . Dispone la notificación d las partes, su publicación en el diario o fi c ial El 

Peruu l1 0 y la devolución de los actuados. 

ss 

AGUIRRE ROCA 
REY TERRY 
i\UGENT 
DlAZ VALVERDE 
ACOSTASÁNCHEZ ) 
REVOREDO MARSANO 
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~~u¿aj)\l Lo que ertlfico: 
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